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Como ya sabéis, el pasado 7 de febrero,  el colectivo de trabajadores sociales de los Servicios Sociales de Base fueron convocados por los Colegios Profesionales de Trabajo Social de Extremadura, actuando a instancia de las múltiples peticiones de  profesionales para que se efectuara este encuentro,  con el siguiente orden del día:

Estudio del DECRETO 10/2014, de 4 de febrero, por el que se establecen las bases reguladoras de las subvenciones a conceder por la Junta de Extremadura a los Ayuntamientos de la región para la financiación de las ayudas de protección social urgente y se realiza la primera convocatoria para el ejercicio 2014. 

Para ello se toman dos ejes centrales de dialogo:

1. Apreciaciones en la aplicación del decreto y posibilidades de mejoras del mismo 

2. Inquietudes que surgen para su aplicación 

Unificación de criterios técnicos para el abordaje de la materialización de las ayudas desarrolladas en el citado decreto, no sin antes debatir las cuestiones previas que contextualizan dichas ayudas y que, igualmente, deben ser tenidas en cuenta de forma exhaustiva puesto que mediatizan todo lo que se está debatiendo:
-. La aprobación de estas ayudas sirven para paliar una situación  de la que venimos siendo testigos directos, que venimos dando a conocer desde hace tiempo y que radica en la necesidad de garantizar una respuesta a ciertas situaciones de extrema necesidad que, de algún modo, ya se promulga en el mismo artículo 1 .1 de  nuestra carta magna en la que el ciudadano es objeto de derechos.

“España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.” 

-. La apreciación positiva  y prácticamente  unánime de que se le dote a la figura del trabajador social  de atención primaria del protagonismo  y piedra angular para la gestión directa de unas ayudas que íntimamente están relacionadas a la ciudadanía y deben ser gestionadas desde el mismo medio.
 A lo largo de la reunión también se pusieron de manifiesto una serie de inquietudes que  conviene destacar y trasladar a quien proceda:

· La preocupación de que en los últimos tiempos se haya hecho de las prestaciones sociales prácticamente un debate social, con publicidad en los medios de comunicación y debates públicos, que si bien es interesante que la ciudadanía conozca sus derechos y recursos, no es menos cierto que la información que les llega, no siempre se ajusta  a los contenidos reales de estas prestaciones, lo que puede llevar a los ciudadanos a confusión y equívocos,  al igual que a generar una serie de expectativas  que,  en la mayoría de las ocasiones, quizás no logren cumplirse, dando lugar a una inseguridad para los técnicos que tienen que aplicar en primera instancia lo decretado.  Todo esto puede generar, además, situaciones de conflicto e incluso inseguridad, a la vez de sobrecarga de demandas, que, en muchas ocasiones, deberán ser tramitadas por la insistencia de estos ciudadanos, cuando, en la mayoría de los casos, desde estos servicios ya se tiene un conocimiento bastante aproximado de quienes componen los grupos familiares que presentan una situación susceptible de ser atendida por razones de carencia y necesidad económica.

· Por otro lado, otra inquietud que se ha destacado del contenido y aplicación de estas ayudas de emergencia, radica en los parámetros para su aplicación,  de lo que se puede deducir que los destinatarios finales serán casos muy aislados y que se dejarán por cubrir muchas situaciones que, aun siendo igualmente urgentes, no podrán ser atendidas con estas prestaciones. Para ello, se incluyeron varias alternativas que más tarde se desarrollarán. 

· Otra cuestión que se plantea el colectivo, radica en la sobrecarga que ya vienen teniendo los servicios sociales y que, aun entendiendo que los actores principales deben ser los servicios sociales de base, no es menos cierto que, en la mayoría de las ocasiones, carecen de apoyo administrativo y técnicos que permitan atender con la celeridad y premura que se ha expuesto  en los medios de comunicación, para lo cual se proponen otras alternativas 

· En otro orden de cosas, la cuestión de tratarse de unas ayudas netamente económicas es valorada por muchos compañeros en el siguiente sentido. Si bien son necesarias, el facilitar estos ingresos económicos a los hogares con más carencias, como técnicos que velamos por la integración social,  pensamos que podrían haber sido aplicadas mediante fórmulas más integradoras, como, por ejemplo, a través de un plan de empleo mediante la contratación de estas personas en los mismos ayuntamientos donde pudieran desarrollar diversas tareas a cambio de estas ayudas , y que, si bien es cierto que esto conllevaría un encarecimiento de las prestaciones, el elemento rehabilitador e integrador debe ser muy tenido en cuenta en cualquier prestación.

En cuanto a la metodología y aplicación de las ayudas,  a lo largo de la reunión se trató lo siguiente. Que a pesar de ser unas ayudas que tendrán una aplicación municipal, sí que convendría tener una homogenización a la hora de implantarlas de cara al ciudadano. Si bien en la presentación de las mismas  se ha señalado  el informe social como único documento que  se 
requiere, por todos es sabido que a la hora de realizar este informe éste se tiene que basar  en  una serie de documentos que deben contrastar  el dictamen y que se consensuarán y se os facilitarán en los próximos días: modelo de solicitud, certificados, autorizaciones...  Todo ello puede retrasar  la tramitación de los expedientes, dada la dispersión de los servicios que deben dispensar esa documentación. Igualmente, para aquellos casos que  se conozca fehacientemente la situación por otras actuaciones previas, esta se suplirá por otro tipos de documentos que así lo atestigüen (declaraciones juradas, etc.).
 En cuanto al proceso metodológico en sí, se parte de varias premisas:
· Mantener al usuario informado en todo  momento del proceso y dotarles de las razones que justifican el dictamen que se proponga, tanto en caso positivo, como en negativo.

· Acompañar al ciudadano y facilitar al máximo posible el proceso de obtención de documentación.

· Por otro lado y en esta misma línea, se propone que al ser una prestación que debe ser aprobada desde la administración local, se omitan la creación de comisiones y órganos para ratificar los dictámenes que se hagan, ya que la valoración positiva o no, al igual que la cuantía y  formas de pago, deben ser cuestión exclusiva de los trabajadores sociales, como así se dicta en el decreto. Por tanto, se propone que desde la Dirección General de Política Social se inste a que en todos los municipios sea la Comisión de Gobierno, que debe reunirse  cada semana, la que ratifique  estos dictámenes, dejando la independencia técnica que debe regir en ésta y en todas las decisiones que tienen un fundamento profesional. También se propone que los expedientes deben quedar en las sedes de los servicios sociales sin que a ellos tenga acceso nada más que los trabajadores sociales, a lo que además estamos obligados por la ley de protección de datos. Esto no quita para que, en aquellas localidades donde intervengan entidades del tercer sector  que puedan dispensar ayudas de semejante identidad: Cáritas, Cruz Roja, Banco de Alimentos…., se le requiera una autorización al ciudadanos para  poder actuar de forma coordinada y /o complementaria, a fin de no duplicar actuaciones sobre el mismo núcleo  familiar.

· La Comisión de Gobierno deberá notificar a los solicitantes el resultado de su solicitud, instándoles a que acudan a ser informados más ampliamente en los servicios sociales sobre las causas que han motivado tal decisión, facilitando así un flujo informativo esencial para que el ciudadano tenga constancia de las decisiones que se han tomado sobre su situación.

· Los servicios sociales deberán ratificar  que las ayudas concedidas se destinan al fin para el que se proponen, pudiendo suspenderlas, en caso de que se otorgue en plazos, cuando no se cumpla este objetivo. Esto, igualmente, se hará mediante notificación a la Comisión de Gobierno del Ayuntamiento.

 Como propuestas de mejora se tratan los siguientes temas

· Dado que, como se ha expuesto,  estas ayudas no sirven para cubrir ciertas circunstancias que igualmente deben ser abordadas, se hará hincapié, mediante informes, de cuáles son esas situaciones que quedan fuera de estas ayudas y que igualmente presentan una situación de extrema necesidad y que deben ser objeto de intervención  de alguna forma. 

· En cuanto a uno de los elementos que más puede propiciar el que familias queden fuera de la obtención de estas ayudas, se encuentra las deducciones por alquiler e hipoteca de la vivienda habitual , y que, salvo en los casos de alquileres de viviendas de promoción públicas o de renta antigua,  el incremento del 10% en los límites es totalmente insuficiente, por lo que se propone que se haga una estimación media de alquileres por tramos según la ubicación de viviendas en medios rurales, semiurbanos y urbanos,  aplicando estos incrementos netos en los límites, siempre que los alquileres o cuotas hipotecarias sean iguales o superiores a la misma, aplicando el incremento de la totalidad de dichas cuotas cuando sean inferiores a esas estimaciones medias.

· En cuanto a la información que le llega al ciudadano, se insta para que se dé una información más certera y concisa de las ayudas cuando se realice esta información o se faciliten titulares informativos 

· Que se tenga en cuenta que los servicios sociales poseen una sobrecarga en cuanto a las funciones  que realizan. Que cuando hablamos de Servicios Sociales de Base en Extremadura, estamos hablando de una sola persona que se encarga de todo un paquete de medidas, servicios, recursos y gestiones, que se llevan sólo por un trabajador y que en muchas ocasiones lleva más de un núcleo de población.

Es por ello que pedimos se tenga en cuenta esta circunstancia y que para futuros planes especiales de empleo se le atribuyan a los entes locales ayudas específicas para la contratación de personal auxiliar administrativo, adscritos a los trabajadores sociales, que lleven a cabo gran parte de las tareas que soportan estos servicios y que se basan en meros trámites administrativos. Igualmente, ante la necesidad de atender estas situaciones de forma preferente, otra propuesta sería proponer la eliminación progresiva de ciertas tareas que se nos han atribuido de forma sistemática  a lo largo de los años y que no requieren una intervención técnica, ya que se basan en meros trámites administrativos completamente asumibles por otros trabajadores y colapsan en cierta manera nuestros servicios.

Por último, otra apreciación que se manifiesta de forma generalizada por el colectivo, es la inquietud sobre la tardanza en la tramitación de rentas básicas de inserción de Extremadura, para lo cual, una vez más, ofrecemos 
nuestra colaboración para que, en la medida de nuestras posibilidades, se pueda agilizar la resolución de estos expedientes.
Por tanto en conclusión de lo expuesto se acuerdan las siguientes medidas:

· Informar de todo lo analizado en la reunión a todo el colectivo.
· Trasladar a la Dirección General de Política Social nuestras propuestas y estas mismas conclusiones, para que se inste, desde esta Dirección General, a todos los trabajadores sociales y responsables de las entidades locales del procedimiento específico de tramitación, con especial hincapié al respeto a la independencia técnica que debemos tener a la hora de realizar las funciones que el decreto nos atribuye.

· Igualmente, se insta para que se informe de forma más precisa al ciudadano y no generarle expectativas que no pueden ser cumplidas.  

· Igualmente, se nos insta a los Colegios Profesionales para que hagamos público, a través de los medios que estimemos oportuno, las aclaraciones que debe conocer el ciudadano y que no han sido adecuadamente difundidas.

· Además, se elaborará un dosier consensuado del trámite metodológico y administrativo que se propone, en pro de homogenización de la aplicación de estas ayudas de emergencia y se pasará a todos los servicios sociales en los próximos días 

Sin otro particular y en espera de próximas actuaciones al respecto, recibid un cordial saludo esperando que el contenido haya sido de utilidad para todos y responda a las inquietudes que nos trasladasteis.

En Badajoz a 10 de febrero de 2014
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